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Resumen

La autonomía universitaria es considerada como un valuarte de la democracia, porque permite a las universidades desempeñar un papel crítico frente al estado, así como diseñar sus propios planes de desarrollo institucional y las características de su contribución al desarrollo nacional. En este trabajo se revisan las principales pautas de la reforma universitaria en México y Canadá durante las últimas décadas y se argumenta que estas refromas han traído consigo cambios significativos en los mecanismos de financiamiento a la educación superior, así como una creciente diferenciación institucional.

El enfoque comparado permite visualizar que, tanto en una situación de alta centralización como lo es el caso de México, como en la alta descentralización que caracteriza a Canadá, las nuevas políticas de financiamiento selectivo presionan para poner a estas instituciones en una compleja situación en la que se incrementan ciertos elementos privatizadores y en la que los márgenes de autonomía encuentran restricciones.
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Introducción

Desde los inicios del Siglo XX, la autonomía ha tenido gran valor para las universidades latinoamericanas, ya que les permite definir no solo su contribución al desarrollo de sus países, sino definir el concepto de desarrollo mismo. Como resultado de esta valoración de la autonomía, algunos autores conciben a las universidades como la “conciencia de la sociedad” (Palencia: 1982)

En las universidades mexicanas la autonomía se refiere a la libertad que estas tienen para diseñar y organizar sus programas académicos, para administrar sus recursos y para designar a sus propias autoridades; es decir, para definir su propio desarrollo institucional, aunque el cumplimiento de estas prerrogativas dependerá de sus capacidades financieras, técnicas, organizacionales y políticas, como Navarro y Martínez (1981) han explorado. Sin embargo, durante las últimas décadas, las relaciones entre el gobierno central (federal) y las universidades están cambiando, de tal forma que desde una orientación “cívica” se están cambiando hacia una orientación de mercado, por lo que su papel crítico, cuya relevancia es importante para una democracia, se pone en una situación de riesgo.

El cambio en las relaciones entre las universidades y el gobierno, se pueden observar tanto en México (Navarro, M. et al: 2005ª) como en otros países de América Latina (Navarro, M. et al: 2005b), en los que los gobiernos centrales tienen un mayor poder que los gobiernos locales, en tanto que los subsidios públicos mayores provienen de los primeros. Pero aún en los contextos altamente descentralizados para financiar su educación, como en Canadá, las políticas están cambiando. El propósito de este trabajo es explorar el impacto que, en la última década, las políticas de educación superior han tenido sobre la orientación universitaria en México y en Canadá. Un enfoque comparativo permitirá explorar respuestas a preguntas tales como: ¿Cuáles son las principales características de las reformas de la educación superior en México y en Canadá?, ¿Cómo se han manifestado los cambios en las relaciones entre los gobiernos centrales y las universidades? Y ¿Cómo es que estos cambios inciden en el cambio de orientación de los países mencionados?

Para iniciar, se aportan algunos de los rasgos principales que ayudan a caracterizar a la educación superior de México y Canadá al finalizar el siglo, poniendo atención especial en los aspectos de crecimiento y diversificación. En una segunda parte se revisan los principales cambios en las políticas de educación superior, para concluir con algunas 
La educación superior mexicana al finalizar el siglo

Desde mediados del siglo XX, cada uno de los 31 estados mexicanos, tanto como el Distrito Federal, contaron con al menos una universidad pública. Pero especialmente durante la década de los setenta, el sector de educación superior tuvo un crecimiento acelerado, ya que el número de instituciones pasó de 80 a 260 y la matrícula creció de 80 mil a más de un millón de estudiantes; y la participación del grupo de edad creció de 2.7%  a  13.1%. La cantidad de profesores creció de 10 mil a 80 mil (Casillas: 1993:34). Durante 

La década de los ochenta el crecimiento se vio desacelerado, ya que el gasto para educación superior se redujo de 21% a 16% como proporción del gasto federal en educación (Kent, et al: 1999:47).

Esta reducción en el financiamiento hizo difícil continuar con la construcción de aulas, la adquisición de equipamiento y laboratorios, así como la contratación de un mayor número de profesores. Estos problemas adquirieron una dimensión diferente en un nuevo contexto con más demandas para las universidades. Una evaluación realizada hacia el final de los ochenta, por un equipo de expertos  dirigidos por Philip Coombs a través del Consejo Internacional para el Desarrollo Educativo (ICED: 1990), explicaba que el problema de la calidad en la educación superior mexicana estaba relacionada con la gran expansión de la matrícula con una ámplia diferenciación de de instituciones y programas en un escenario de restricciones financieras. En 1977, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE: 1997) añadía que esta expansión trajo consigo desigualdades en la distribución de servicios educativos entre las regiones y los grupos sociales, así como disparidades en la distribución de estudiantes por áreas profesionales, así como entre el número de graduados y la capacidad del mercado de trabajo para absorberlos.

Con estos problemas de crisis de financiamiento en la educación pública mexicana, el sector privado de la educación superior inició una importante de expansión. En 1970 la matrícula de este sector era de 29 mil estudiantes, pero para 1980 ya era de 99 mil, y para 1999, lo fue ya de 188 mil estudiantes.

Para el año 2004, la educación superior mexicana es un complejo mosaico de diversidades. La matrícula total es de casi 2.5 millones, de los cuales solo el 3% pertenecen a programas de dos años, mientras que el 84% pertenecen a programas de cuatro años, tanto de las universidades como de los institutos tecnológicos; 7% pertenecen a educación normal y 6% están registrados en programas de posgrado. Los profesores de educación superior son actualmente 240 mil, de los cuales 23.6% lo son de tiempo completo. En México existen 2,274 instituciones de educación superior (833 públicas y 1,441 privadas). Es importante hacer notar que, por lo que corresponde a estudiantes del nivel superior, inscritos en programas de cuatro años, aproximadamente la mitad de los estudiantes son atendidos por un 37% de las instituciones públicas, mientras que la otra mitad es atendida por el 67% de las instituciones en el sector privado. La tasa de participación del grupo de edad de 19-23 años es del 22.2% tanto en programas de 2 como de 4 años. (Mendoza: 2005).

La educación superior canadiense al finalizar el siglo

Canadá es una federación que agrupa a 10 provincias y 3 territorios. a partir del Acta de 1867, en la que constitucionalmente la responsabilidad de la educación se delega a las provincias. Mientras que un reducido número reinstituciones de educación superior surgió durante el período colonial, y las nuevas provincias canadienses apoyaban el desarrollo de una pequeña red de universidades hacia finales del siglo XIX y principios del XX, las características clave del actual esquema canadiense de financiamiento emergen como efecto de la expansión de la educación post-secundaria a partir del fin de la segunda guerra mundial.

Si bien el Gobierno de Canadá jugó un papel central financiando la expansión de la educación superior canadiense al terminar la II Guerra Mundial, lo hizo en un contexto de pérdida de equilibrio en las relaciones federación-provincias, provocando  cierta crisis constitucional.  En respuesta a las protestas de los gobiernos provinciales, lo que inició como simplemente como una política federal de apoyo a las universidades por estudiante, para financiar la expansión, se convirtió en un sistema incondicional de transferencias federales. Mediante el esquema de Financiamiento de Programas Establecidos de 1977, el papel federal a la educación post-secundaria pasó a ser una importante fuente de financiamiento a través de transferencias fiscales. De ahí que el gobierno federal empezó a jugar un papel clave en las políticas de ciertas áreas que tienen  un impacto directo en la educación post-secundaria, como la investigación, la asistencia financiera para estudiantes, la capacitación para el trabajo, pero Canadá nunca ha tenido un esquema nacional de políticas de educación superior. Es más, nunca ha tenido un ministerio federal con la palabra “educación” en su título.

El esquema canadiense de políticas de educación superior es sumamente descentralizado, y conforme las provincias expandieron su educación post-secundaria en la década de los 60’s, fueron desarrollando diferentes arreglos estructurales. Mientras que en cada provincia crecía el sector universitario, se fueron tomando distintas decisiones respecto al desarrollo de instituciones de educación post-secundaria. Por ejemplo, Québec reestructuró todo su sistema educativo y desarrolló una red de CEGEPs que ofrecen programas preuniversitarios y técnico/vocacionales. En British Columbia y en Alberta, los nuevos community colleges fueron diseñados para incrementar el acceso a la educación universitaria al ofrecer programas de transferencias hacia la universidad, así como una amplia gama de diplomas técnico-vocacionales. En Ontario, los nuevos Colegios de Artes Aplicadas y Tecnología, no tienen una función de transferencias, pero ofrecen una amplia gama de programas de orientación vocacional, incluyendo diplomados de tres años de duración.

wide range of technical/vocational diploma programs. 

De manera general, todos estos nuevos colegios e institutos fueron instituciones de acceso amplio sujetos a un mayor nivel de regulación gubernamental que las universidades; de hecho el sistema de colegios de New Brunswick era esencialmente una oficina del ministerio provincial.

El nivel de participación en la educación superior de Canadá se incrementó dramáticamente después de la Segunda Guerra Mundial y continuó su expansión durante los setenta y ochenta. Al iniciar los 90’s Canadá tuvo las tasas de participación más altas del mundo en educación post-secundaria con un 89%; aunque esta tasa bajó para el 2000 a 59%, de acuerdo a datos de la UNESCO (2003).

De acuerdo a la legislación de todas las provincias, las universidades de Canadá fueron creadas como corporaciones privadas no lucrativas. No son instituciones de “estatales”, sino corporaciones privadas que han asumido un rol “público” relacionado con la educación superior. Los gobiernos provinciales, por su parte, vieron el otorgamiento de grados como un monopolio público. 

Como resultado de la expansión de la posguerra surgió una red de universidades privadas, de carácter secular y con apoyo público, comparables en términos de su rol, calidad y estructura. Aunque diferentes en términos de tamaño y programas ofertados, no había una jerarquía institucional y las políticas provinciales tendían a dar un tratamiento semejante a todas las universidades.

Todas las universidades canadienses se involucraron con la docencia y la investigación y la mayor parte fueron instituciones comprehensivas en tanto que ofrecieron algún tipo de combinación de programas profesionales de pregrado y posgrado.

Las universidades canadienses son instituciones con altos niveles de autonomía (Anderson& Johnson, 1998). Son corporaciones que poseen su propia tierra y edificios, emplean a sus propios trabajadores y generalmente funcionan como entidades privadas  bajo el control de una estructura de gobierno que involucra a un cuerpo de gobierno y a un senado académico(ver Jones, 1996, 2002). Todas las provincias proveen a las universidades con financiamiento, aunque ha habido también un incremento en la utilización de fondos etiquetados para promover actividades específicas.

Reformas recientes en la educación superior mexicana.

Una crisis de credibilidad surgió en torno a la calidad de las universidades como resultado de la crisis financiera de los 80’s. ¿Cómo una universidad más grande y más pobre podría atender las nuevas demandas de la economía? Este problema trajo por consecuencia el diseño de nuevas políticas por parte del gobierno federal, como la evaluación externa y la acreditación, la rendición de cuentas y un nueva esquema para la transferencia de recursos hacia las universidades.

En noviembre de 1989 nace la Comisión Nacional para la Evaluación de la Educación Superior (CONAEVA), integrada por representantes de la Secretaría de Educación y de la Asociación Nacional de Universidades; sus funciones y responsabilidades fueron las de “concebir y articular un proceso nacional de evaluación de la educación superior con un funcionamiento continuo y permanente; que defina criterios y estándares de calidad para las actividades de este nivel educativo y que apoye los mecanismos y grupos más adecuados para tales funciones” (Mercado, 1992, p.121). Un propósito adicional fue el de diseñar un modelo alternativo para la asignación de recursos financieros, basado en la evaluación del desempeño de las instituciones(CONAEVA, 1990).

Durante los 90’s, la CONAEVA trabajaría en el desarrollo de tres líneas: la auto-evaluación institucional, la evaluación Inter.-institucional de programas académicos a través de pares; y, la evaluación del sector de educación superior en términos generales.

La CONAEVA se prestó también para el diseño y desarrollo de otros mecanismos como las becas de estímulo al mérito de los profesores, la evaluación de proyectos institucionales del Fondo para la Modernización de la Educación Superior (FOMES) y el Centro Nacional de Evaluación de la Educación (CENEVAL) (Zorrilla y Cetina, 1998, p.146).  

Los recursos del  FOMES representaron una fuente muy interesante para complementar los presupuestos ordinarios de las universidades publicas. Durante los 90’s este fondo fue el instrumento político par inducir las líneas impuestas por el gobierno federal. Este fondo asignaba recursos a las propuestas de las universidades a condición de que fueran compatibles con las políticas federales(Zorrilla y Cetina, 1998, pp.146-147), y para ser considerados evaluables, los proyectos debían ser anuales, no incluir salarios y, obviamente, estar alineados con las políticas definidas centralmente por el subsecretario de educación superior. Aunque la evaluación de las propuestas era llevada a cabo por pares académicos, la decisión final estaba reservada a dicha oficina gubernamental.

La administración del Presidente FOX dio continuidad a las políticas de asignación selectiva de recursos extraordinarios, aunque con algunas variantes. El Programa Integral de Fortalecimiento Institucional (PIFI) convoca a las universidades públicas a presentar propuestas encaminadas a mejorar la calidad de los programas. Los proyectos enviados a concurso por las universidades, para obtener un eventual financiamiento, deben atender a un limitado esquema de tópicos que el gobierno central trata de impulsar. Las universidades tienen menos oportunidades de definir, y fondear, su propio desarrollo institucional.

Reformas recientes en las universidades canadienses

En 1976 el gobierno de Canadá introdujo un nuevo arreglo para la transferencia de fondos de la federación hacia las provincias, en el que se incluyó una propuesta para la educación superior. El Financiamiento a Programas Establecidos trajo consigo un nuevo esquema de transferencia de fondos para los programas de salud y para la educación post-secundaria.

Las transferencias hacia las provincias se vieron incrementadas, con base a una nueva fórmula determinada por la cantidad de población y por un componente de equidad. Las transferencias para la educación superior mediante este esquema fueron incondicionales. Los recursos se transferían a las provincias y estas tenían la libertad de determinar el destino de dichos fondos.

Pero este arreglo muy pronto llegó a su fin, dado el conjunto de problemas políticos que trajo consigo(Cameron, 1991). A los pocos años el gobierno de Canadá argumento que dichas transferencia era utilizadas para caminos y puentes, cuando deberían ser utilizadas para educación post-secundaria, argumento que era respondido por las provincias en la base de su carácter “incondicional”. Al iniciar los 80’s las cosas cambiaron, ya que las provincias se empezaron a quejar de que las transferencias en mención no eran suficientes para pagar los altos costos de salud y educación post-secundaria.
Bajo el gobierno (Conservador progresista) de Mulroney, al final de los 80’s, el gobierno federal reformuló unilateralmente la fórmula establecida. Las transferencias a las provincias se disminuyeron como una medida para reducir el déficit federal. El gobierno también redujo el gasto en varios rubros con implicaciones para la educación superior, incluyendo los presupuestos para los consejos de investigación.

Fue el gobierno de Chretien, quien esencialmente transformó los arreglos financieros relacionados con la educación superior, a través de dos tipos de iniciativas. En su presupuesto de 1995, el gobierno de Canadá combinó los fondos de Programas Establecidos con el Plan Canadiense de Asistencia para crear un nuevo paquete denominado Salud y Transferencia Social de Canadá, el cual resultó en recortes presupuestales, como David Cameron acotaba: “en lugar del recorte del 4.4% mencionado popr el Ministro de Finanzas, el recorte real fue cercano al 37%” (1997, p.27)

Este dramático recorte en las transferencias tuvo implicaciones significativas. Varias de las provincias ya habían iniciado recortes sucesivos en el financiamiento a la educación post-secundaria como efecto del déficit en la reducción de programas, por lo que este sorpresivo decremento en las transferencias federales vinieron a exacerbar la situación. 

Una segunda implicación es que en varios aspectos el presupuesto de 1995 simbolizó la muerte política de las transferencias federales como la fuente mayor para el financiamiento de la educación post-secundaria. El programa de salud y Transferencia Social de Canadá continúa existiendo, pero existe la creencia de que el electorado canadiense esté más preocupado por la necesidad de un apoyo adecuado a los costos crecientes de los servicios de salud, que por los recortes a la educación post-secundaria. La discusión política actual sobre las transferencias a las provincias se ha enfocado especialmente en los servicios de salud.

Una segunda iniciativa federal que ha tenido implicaciones enormes para la educación post-secundaria incluye la emergencia de una gama de nuevos programas enfocados hacia investigación y desarrollo. El gobierno federal significó siempre la mayor fuente de recursos para la investigación realizada por las universidades, primero a través del trabajo de tres consejos de financiamiento que administraban aprobación entre pares del financiamiento a programas de investigación, así como a sus programas asociados de posgrado. Dada la contribución financiera del gobierno federal a la operación institucional a través de los programas mencionados, estos consejos solamente apoyaron los costos directos de los proyectos de investigación. Los “overhead” o los costos indirectos asociados con la investigación, incluyendo infraestructura física, los costos asociados a la administración, y los salarios de los investigadores principales ya no fueron apoyados. En otras palabras, los mecanismos federales de financiamiento asumieron que las universidades estaban obteniendo los apoyos necesarios para todo ello, a través de los programas de transferencia a las provincias.

Algunas provincias también operaban mecanismos de financiamiento a la investigación, aunque solamente Québec operaba un consejo basado en la evaluación de pares. Notario operaba un esquema de financiamiento complementario para promover la cooperación universidad –industria, y dedicó una cantidad considerable de recursos para financiar un programa de Centros de Excelencia, centros de investigación para vincular a la universidades con las industrias enfocándose en áreas de estudio visualizadas como de importancia estratégica para la economía de la provincia. Estos programas no fueron significativos y el gobierno federal continuó siendo la clave para el financiamiento a la investigación.

Con el gobierno de Mulroney (Conservador), los fondos para los consejos de investigación se vieron reducidos, pero los nuevos programas que enfocaban el estrechamiento de vínculos entre las universidades y la investigación de base en las industrias tomaron un papel importante. Mientras que cada uno de los consejos de investigación continuaban financiando la investigación basada en la curiosidad, nuevos programas estratégicos de financiamiento se gestaban. El gobierno también creó  un programa federal de Centros de Excelencia destinado a vincular a los investigadores de distintas universidades y distintas regiones, con industrias relacionadas.

Las inversiones en infraestructura para la investigación y el desarrollo fueron prioridad para el gobierno de Chretien (Liberal), y mientras su atención se enfocaba inicialmente en la reducción del déficit, el movimiento hacia un presupuesto balanceado propiciaba la plataforma política para una serie de iniciativas diseñadas para atender el bajo nivel de gasto canadiense en ciencia y tecnología comparado con el realizado por otros países de la OCDE (Wolfe, 2002). La mayor de estas iniciativas fue la Fundación Canadiense para la Innovación, la cual proporcionó financiamiento para una infraestructura masiva para programas de investigación vinculados con apoyos del sector industrial.

Una segunda gran iniciativa fue la creación del programa de Plazas para la Investigación de Canadá  (Canada Research Chairs) en el año 2000. Con base en los éxitos institucionales previos en los concursos del consejo de investigación, este programa proporcionaba salarios y apoyo en infraestructura para la creación de 2 mil nuevas plazas de investigadores para las universidades canadienses. El programas de Plazas de Investigación de Canadá se diseñó para fortalecer la capacidad de investigación de las universidades canadienses, tanto para permitir que las universidades atrajeran líderes académicos internacionales, como para retener profesores canadienses altamente capacitados.

El gobierno federal también incrementó los presupuestos de los tres consejos financieros. Más recientemente, el gobierno dio los primeros pasos para apoyar a las universidades con financiamiento para atender los costos indirectos asociados con la investigación financiada por el gobierno.

Estas políticas han señalado un cambio dramático en el papel jugado por el gobierno canadiense y que tiene grandes implicaciones para la educación superior. Mientras que Slaughter and Leslie (1997) sugerían que Canadá era un país único en términos de su análisis sobre el “capitalismo académico”, las combinaciones más recientes sobre el decremento gubernamental en su apoyo a la operación combinado con nuevas inversiones etiquetadas hacia la investigación como un medio para contribuir al desarrollo económico, ahora sugieren que las políticas de educación superior de Canadá encuentran paralelismos en otras jurisdicciones anglo-sajonas. Si bien nunca ha habido una jerarquía institucional explícita  entre el sector de las universidades, las nuevas iniciativas sin duda están incrementando la diversidad en este sector, en base a la intensidad de la investigación. Finalmente, la reducción en las transferencia a las provincias han incrementado un nuevo apoyo enfocado a la investigación en áreas etiquetadas, con importantes implicaciones regionales importantes; en términos generales, las universidades de las provincias del Atlántico y de la Pradera no han sido mayormente beneficiadas.

Siempre han existido diferencias por provincias entre la coordinación, la regulación y el financiamiento otorgado a las universidades (Jones, 1997), y los recortes en las transferencia federales incondicionales exacerbaron dichas diferencias. Las políticas gubernamentales neoliberales en Alberta, Ontario y, más recientemente, en Columbia Británica, incluyeron incrementos substanciales en financiamiento, decrementos en apoyos de operación, la creación de mecanismos de financiamiento de acuerdo a desempeño en Alberta y Ontario (aunque estos mecanismos se asociaban solo con un componente menor de los apoyos para operación), y las iniciativas diseñadas para fortalecer fuerzas del mercado al interior del sector de educación superior e incrementan los vínculos entre las instituciones de educación superior y la industria provada (ver Jones  y Young, 2003; Young, 2002). Las tres provincias han expandido el rango de instituciones que pueden ofrecer grados, incluyendo a los colegios comunitarios (que en Ontario y Alberta tienen ahora autoridad para ofrecer programas de grados aplicados), colegios especializados (como el Colegio de Arte y Diseño de Ontario y el Instituto Emily Carr de Arte y Diseño), y sujeto a revisión de la provincia, universidades privadas. La tradicional división binaria entre el sector universitario y no universitario se está desdibujando. Al mimo tiempo, otras provincias , como Québec y Manitoba, han mantenido una política de cuotas bajas como un mecanismo para promover el acceso sin adscribirse a la agenda de la reforma neoliberal. 

En algunas provincias se han incrementado las cuotas, especialmente en Columbia Británica, Ontario y Nueva Escocia, lo cual ha traído cuestionamientos importantes sobre si la educación superior aún puede ser vista como una entidad “pública”. Hay inconformiad sobre el impacto en las cuotas en el acceso y en el endeudamiento de los estudiantes, causado por las iniciativas del gobierno federal, incluyendo la creación de la Fundación de Becas Canadá Millenium (la cual proporcionabecas suplementarias modestas a través de un sistema de crédito para estudiantes) y algunos incentivos fiscales diseñados para promover en las familias el ahorro para la educación postsecundaria de sus hijos.

Recientemente el gobierno ha anunciado que los niveles de préstamos máximos serán incrementados y que habrá una nueva iniciativa para apoyar a las familias de bajos ingresos. En términos generales, los esquemas financieros para estudiantes no han atendido el incremento de las cuotas ni el costo de manutención de los estudiantes, además de que los mecanismos de apoyo, tanto federales, como provinciales e institucionales aún distan de ser transparentes.

Observaciones y comentarios

México y Canadá tienen distintos enfoques para organizar su sector de educación superior. En el primer caso los procedimientos de coordinación son altamente centralizados para un número creciente de instituciones públicas. Las universidades públicas estatales atienden a la mayor parte de los estudiantes de programas de dos y cuatro años. Cada una de estas instituciones recibe diferentes proporciones financieras diferentes entre el gobierno federal y los gobiernos estatales. 

En tanto que los subsidios no crecieron en la misma proporción que la matrícula, para efectos de mejorar su calidad las universidades están convocadas por el gobierno federal, para incrementar sus fondos extraordinarios mediante la presentación a concurso de proyectos de desarrollo, a incrementar sus cuotas y a promover vínculos con el sector privado para desarrollar actividades empresariales y de investigación.

Aunque la tasa de participación ha crecido, aún queda mucho por hacer respecto al tema de equidad en la distribución de oportunidades; las becas de apoyo a los estudiantes no es suficiente para los incrementos de colegiaturas, ni en las instituciones públicas ni en las privadas.

El caso de Canadá es altamente descentralizado. Nunca ha existido un ministerio de educación. La responsabilidad de la educación se transfiere a las provincias. La educación superior de Canadá sigue teniendo las tasas de participación más altas del mundo. Estas tases de participación son sorprendentes dados los niveles de decrementos/per cápita en el apoyo para operación. Altas tasas de participación no implican, por supuesto, igualdad de acceso; aun se requiere de ampliar las oportunidades de post-secundaria para las poblaciones indígenas.

Independientemente de cómo se defina el término, la educación superior canadiense es menos pública de lo que lo fue hace dos décadas y aún hay muy poco acuerdo sobre el balance apropiado entre los intereses públicos y privados

Las universidades canadienses gozan de una considerable autonomía (Anderson & Johnson, 1998), pero es una autonomía que se ejerce por una compleja navegación a través  de políticas y enfoques de mercado, vinculación y un rango de iniciativas frecuentes y descoordinadas entre las iniciativas federales y provinciales. 

La revisión de las políticas de educación superior en México y Canadá sugieren que independientemente de lo descentralizado o centralizado de su organización, los nuevos mecanismos para asignación de fondos públicos en un contexto de crecimiento de las instituciones y la matrícula, inciden para que las universidades públicas, mueven a la institución de un enfoque cívico hacia uno de orientación de mercado. 
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